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SALARIO PROMEDIO DE COTIZACIÓN. A FIN DE CUANTIFICAR LAS PENSIONES PREVISTAS EN 
LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, LOS TRIBUNALES LABORALES Y LOS DE AMPARO DEBEN 
ESTUDIAR LA VEROSIMILITUD DE SU MONTO, CUANDO LO CONSIDEREN EXCESIVO, AUN 
CUANDO EL INSTITUTO DEMANDADO NO JUSTIFIQUE SUS EXCEPCIONES O NO LO 
CONTROVIERTA. 
 
De la jurisprudencia 2a./J. 27/98, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, mayo de 
1998, página 524, de rubro: "SEGURO SOCIAL. LA CARGA DE LA PRUEBA DE LAS COTIZACIONES 
DE LOS TRABAJADORES QUE SIRVEN DE BASE SALARIAL PARA DETERMINAR LA 
CUANTIFICACIÓN DE LAS PENSIONES QUE PREVÉ LA LEY RELATIVA, CORRESPONDE AL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL.", se advierte que corresponde al Instituto Mexicano 
del Seguro Social demostrar el salario promedio de las últimas 250 semanas de cotización, por lo que 
de no cumplir con su débito procesal, por regla general, se tendrá por presuntivamente cierto lo 
expuesto por el trabajador en los hechos de su demanda. No obstante lo anterior, en términos del 
artículo 841 de la Ley Federal del Trabajo, tanto los tribunales laborales como los de amparo, tienen la 
obligación de resolver los asuntos a verdad sabida y buena fe guardada, apreciando los hechos en 
conciencia, sin necesidad de sujetarse a reglas y formulismos en relación con las pruebas aportadas 
por las partes, expresando los motivos y fundamentos legales en que se apoyen, siendo claros, 
precisos y congruentes con la demanda, contestación, y demás pretensiones deducidas en juicio. Así, 
tratándose del salario promedio de cotización, dichos órganos jurisdiccionales deben analizar el alcance 
de lo afirmado por el trabajador al respecto, a fin de establecer si su dicho se funda en circunstancias 
acordes con la realidad de los hechos y, en consecuencia, si es apto o no para tener por cierto ese 
aspecto, aun cuando el instituto demandado no justifique sus excepciones o no lo controvierta, ya que la 
regla aludida no puede aplicarse cuando la falta de cumplimiento del débito procesal conduce a 
resultados absurdos, ilógicos o inverosímiles, por no corresponder o ser excesivo el sueldo 
argumentado por el asegurado, conforme a las funciones que aseveró desempeñaba, su cargo, su edad 
o la época en la cual estuvo inscrito en el régimen obligatorio del seguro social; supuesto en el cual, 
aquéllos estarán obligados a apartarse del resultado formalista y resolver con apego a la verdad 
material deducida de la razón, estando facultados, inclusive, para ordenar la apertura del incidente de 
liquidación cuando el instituto demandado no haya demostrado el salario promedio del actor, conforme 
al artículo 843 de la ley citada, exponiendo, para tal efecto, los fundamentos y razonamientos lógico 
jurídicos de su conclusión. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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PRUEBA PERICIAL EN MEDIO AMBIENTE OFRECIDA PARA DEMOSTRAR UNA ENFERMEDAD 
PROFESIONAL. CUANDO NO PUEDA DESAHOGARSE EN LA FUENTE DE TRABAJO (PORQUE 
CERRÓ O POR ALGÚN IMPEDIMENTO SIMILAR), LAS JUNTAS DEBEN ORDENAR LA PRÁCTICA 
DE LAS DILIGENCIAS NECESARIAS PARA EL ESCLARECIMIENTO DE LA VERDAD. 
 
Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 93/2006, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubro: "ENFERMEDAD PROFESIONAL. CUANDO SE DEMANDA DEL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL EL RECONOCIMIENTO DE SU ORIGEN, 
CORRESPONDE AL ASEGURADO LA CARGA DE PROBAR LOS HECHOS FUNDATORIOS DE SU 
ACCIÓN EN LO RELATIVO A LAS ACTIVIDADES ESPECÍFICAS QUE DESARROLLÓ O AL MEDIO 
AMBIENTE EN QUE PRESTÓ SUS SERVICIOS, PERO LA JUNTA PUEDE RELEVARLO DE ESA 
CARGA.", tratándose de enfermedades del orden profesional, las Juntas pueden ordenar, de oficio, el 
desahogo de la prueba pericial, para que se dictamine el medio ambiente en que el actor desarrolló sus 
actividades laborales, con la finalidad de lograr el esclarecimiento de la verdad de los hechos, de 
conformidad con el artículo 782 de la Ley Federal del Trabajo, que les da facultad para ordenar, con 
citación de las partes, el examen de documentos, objetos y lugares, su reconocimiento por actuarios o 
peritos y, en general, practicar las diligencias que juzguen convenientes, a fin de buscar la verdad 
material del caso concreto. Ahora bien, cuando en un juicio se ofrece la prueba pericial en medio 
ambiente para demostrar el nexo de causalidad entre los padecimientos y las actividades 
desempeñadas por el trabajador, no se requiere necesariamente que dicha experticia deba 
desahogarse en el centro de trabajo en el cual laboró, cuando consta en el expediente que éste cerró, o 
bien, por algún otro impedimento similar, no imputable a aquél, las Juntas deben ordenar la práctica de 
las diligencias que consideren pertinentes para el esclarecimiento de la verdad, como puede ser, a 
manera de ejemplo (y no limitativo), recabar las características que tenía el lugar de trabajo del actor, 
recrear las condiciones en que éste desempeñaba sus funciones, solicitar información a una diversa 
empresa que se dedique a actividades similares a las que se aduzcan en autos, etcétera; todo ello, para 
desentrañar los hechos en que se funda el reclamo, pues así lo permite la ley aludida en sus artículos 
782 citado y 784. No estimarlo así, es decir, vedar la posibilidad de recrear en condiciones similares el 
medio ambiente laboral ante el hecho cierto de que la patronal cerró sus instalaciones, o algún otro 
impedimento similar, se generaría un estado de indefensión para el trabajador, sobre quien recae la 
carga de la prueba, por una circunstancia que no le es atribuible, cuanto más, si la patronal subrogó sus 
obligaciones en materia de seguridad social, al dar de alta a su trabajador ante el Instituto Mexicano del 
Seguro Social; entonces, tal eventualidad debe superarse con medidas como las mencionadas a 
manera de ejemplo, en aras de buscar la verdad material en el caso. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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CRITERIO NO VINCULATIVO 27/ISR/NV, CONTENIDO EN EL ANEXO 3 DE LA RESOLUCIÓN 
MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015. AL NO SER SUSCEPTIBLE DE GENERAR, POR SÍ, UNA 
AFECTACIÓN AL PARTICULAR, DADO SU CARÁCTER ORIENTADOR, EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE. 
 
El criterio mencionado, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7 de enero de 2015 -relativo a 
que la previsión social para efectos de la determinación del impuesto sobre la renta no puede otorgarse 
en efectivo o en otros medios equivalentes-, se sustenta en los artículos 33, fracción I, inciso h) y 
penúltimo párrafo y 35 del Código Fiscal de la Federación, los cuales disponen que, para contribuir al 
cumplimiento de las facultades de las autoridades tributarias, éstas proporcionarán asistencia gratuita a 
los contribuyentes y, para ello, entre otras actividades, darán a conocer, mediante publicación en el 
medio de difusión señalando, los criterios no vinculativos de las disposiciones fiscales y aduaneras. Así, 
el indicado, es un criterio orientador de carácter interno, emitido con el fin de lograr el debido 
cumplimiento de las disposiciones fiscales. Por tanto, no es susceptible de generar, por sí, una 
afectación al particular, toda vez que, por su naturaleza, no es obligatorio, ni establece alguna carga a 
los contribuyentes, por lo que el juicio de amparo indirecto promovido en su contra es improcedente, 
con fundamento en el artículo 61, fracción XII, de la ley de la materia. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
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RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 
MUNICIPIO DE CAJEME (SONORA). EL DESCUENTO DEL 4% A LA PENSIÓN DE LOS 
JUBILADOS CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DEL CITADO 
ORDENAMIENTO, VIGENTE HASTA EL 13 DE MARZO DE 2017, CONSTITUYE UN ACTO DE 
AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. 
 
La jubilación otorgada conforme al cuerpo normativo indicado no es de naturaleza extralegal, ya que su 
fuente deriva del artículo 123, Apartado B, fracción XI, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual la prevé expresamente. Además porque del Régimen de Jubilaciones y Pensiones 
de los Trabajadores al Servicio del Municipio de Cajeme, no se advierte alguna disposición que revele 
complementariedad con la "pensión por jubilación" contenida en el artículo 68 de la Ley del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de Sonora; por el contrario, tales 
normatividades comprenden dos regímenes independientes, al establecer sus propios requisitos para 
acceder a las pensiones, operarse por sus respectivos órganos y financiarse con aportaciones bipartitas 
provenientes de distintas relaciones obrero-patronales. Por otra parte, el Régimen aludido contiene 
reglas de carácter general e impersonal, pues su expedición deriva del ejercicio de la facultad 
reglamentaria del Ayuntamiento, sustentada en el artículo 61, fracciones I, inciso B, II, inciso K y III, 
inciso S), de la Ley de Gobierno y Administración Municipal local (y no de un acuerdo celebrado entre 
éste y su sindicato), aunado a que son aplicables para todos los sujetos ubicados en alguna de las 
hipótesis del artículo 1 del propio Régimen. Así, esas reglas son de observancia obligatoria y 
coercitivas, ya que al igual que las distintas leyes de seguridad social existentes en el ámbito local y 
federal, condicionan el goce de los derechos fundamentales que prevén al cumplimiento de 
determinados requisitos; asimismo, para el financiamiento de las pensiones, se faculta al órgano 
competente (Oficial Mayor del Municipio de Cajeme) para efectuar a los asegurados y pensionistas los 
descuentos correspondientes por concepto de aportaciones, modificando unilateralmente su situación 
jurídica, pues se les afecta sin previo aviso. En ese orden de ideas, al ser el artículo 31, fracción IV, del 
Régimen de Jubilaciones y Pensiones de los Trabajadores al Servicio del Municipio de Cajeme (con 
base en el cual se descuenta el 4% a la pensión de los jubilados) una norma general conforme a los 
artículos 103, fracción I y 107 de la Constitución Federal, así como el diverso 1o, fracción I, de la Ley de 
Amparo, su aplicación atribuida al Oficial Mayor de dicho ente público, afecta la situación jurídica del 
gobernado, en términos del artículo 5o, fracción II, primer párrafo, de la ley reglamentaria mencionada y, 
por ende, el descuento aludido constituye un acto de autoridad para efectos de la procedencia del juicio 
de amparo. 
 
PLENO DEL QUINTO CIRCUITO. 
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AUTO POR EL QUE EL MINISTERIO PÚBLICO DETERMINA NO TENER POR DESIGNADO COMO 
DEFENSOR PARTICULAR EL PROPUESTO POR EL INCULPADO EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA, 
POR CONTAR CON EL PATROCINIO DE OTRO NOMBRADO POR ÉL MISMO. VULNERA EL 
DERECHO DE DEFENSA ADECUADA Y, POR LO TANTO, ES IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
La trascendencia de la reforma constitucional al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2011 radica, entre 
otros aspectos, en incorporar como directriz constitucional el principio pro homine, en virtud del cual 
todas las normas relativas a la protección de los derechos humanos deben interpretarse de conformidad 
con la propia Constitución y con los tratados internacionales en la materia de los que el Estado 
Mexicano sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Por tanto, 
conforme al artículo 20, apartado A, fracción IX, constitucional, en su texto anterior a la reforma 
publicada en el medio de difusión oficial indicado el 18 de junio de 2008, que consagra el derecho 
humano a la adecuada defensa, el derecho del particular de nombrar defensor no está limitado a la 
designación de una sola persona, toda vez que, de acuerdo con el sistema jurídico mexicano, los 
particulares pueden realizar todo aquello que la norma no les prohíba; en esos términos, si el indiciado 
decide que para su derecho de defensa debe de contar con varios profesionales del derecho, la 
autoridad tendrá que tenerlos por nombrados, siempre y cuando éstos satisfagan las exigencias 
establecidas para ello, la autoridad tendrá que tenerlos por designados. En esas condiciones, cuando 
en el trámite de la averiguación previa el Ministerio Público emite un auto por el que niega al indiciado 
tenerle por designado a un profesional como su abogado defensor, evidentemente vulnera su derecho 
humano de defensa, porque no lo podrá ejercer de manera adecuada en los términos que considera 
pertinente, como es a través del asesoramiento de varias personas; por ende, el auto en cuestión tiene 
la naturaleza de acto de ejecución irreparable y es impugnable a través del juicio de amparo indirecto, 
en términos del artículo 107, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 
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DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PREVISTO PARA SU 
PRESENTACIÓN CUANDO EL ACTO RECLAMADO DERIVE DE UN PROCEDIMIENTO 
JURISDICCIONAL O ADMINISTRATIVO LLEVADO EN FORMA DE JUICIO. 
 
Con base en el criterio de la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver la contradicción de tesis 9/89, de la que derivó la jurisprudencia 3a. 42, así como de los 
derechos de acceso a la justicia y al debido proceso, se advierte que es parte esencial del derecho a la 
defensa adecuada el acceso al expediente del que deriva el acto de autoridad que se estima violatorio 
de derechos humanos, por lo que cuando el acto reclamado en el juicio de amparo indirecto derive de 
un procedimiento jurisdiccional o administrativo llevado en forma de juicio, deben descontarse del 
cómputo del plazo previsto para la presentación de la demanda los días en los que la autoridad 
responsable suspenda sus labores o no pueda funcionar por causas de fuerza mayor y, en estos casos, 
para resolver sobre su admisión, los juzgadores de amparo podrán apoyarse en boletines judiciales o 
en publicaciones de acuerdos o resoluciones en periódicos oficiales, sin que esta situación impida que 
el Juez -de estimarlo necesario y con fundamento en las facultades que le otorga la ley- requiera a las 
autoridades para que manifiesten si durante el plazo para presentar la demanda de amparo 
suspendieron sus labores. 
 
SEGUNDA SALA 
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ADMINISTRADORA DE FONDOS PARA EL RETIRO. DEBE ENTREGAR EL MONTO QUE POR 
CONCEPTO DE CUOTA SOCIAL SE INCLUYA EN EL RUBRO DE CESANTÍA EN EDAD 
AVANZADA Y VEJEZ, AL BENEFICIARIO DEL TRABAJADOR FALLECIDO CUANDO NO TENGA 
DERECHO A PENSIÓN, SIEMPRE QUE EL TRABAJADOR HAYA GOZADO DEL OTORGAMIENTO 
DE DICHO CONCEPTO. 
 
Conforme a los artículos 159, fracción I, 167 y 169 de la Ley del Seguro Social, todos los trabajadores 
inscritos al régimen del Instituto Mexicano del Seguro Social tienen una cuenta individual administrada 
por una Afore y cuyos fondos son propiedad de aquéllos, en la que se depositan las cuotas obrero 
patronales y las cuotas sociales a cargo del Gobierno Federal relativas al seguro de retiro, cesantía en 
edad avanzada y vejez, dentro de la que se incluye la cuota social, la cual únicamente se otorga a los 
trabajadores que se ubiquen en el supuesto de la fracción IV del artículo 168 de la Ley del Seguro 
Social, esto es, a los que ganen hasta 15 veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal 
(actualmente Ciudad de México). Ahora bien, al ser la cuota social una aportación del Gobierno Federal 
para preservar los elementos redistributivos y contribuir a que los trabajadores obtengan mejores 
pensiones, es un elemento que tiende a mejorar el monto de las pensiones de quienes eligen 
pensionarse bajo el actual esquema de seguridad social, es decir, bajo el sistema de contribución 
definida y, en ese caso, al elegir el asegurado la adquisición de un seguro de renta vitalicia o retiros 
programados de su cuenta individual, el monto acumulado en el rubro de cesantía en edad avanzada y 
vejez, financia la pensión que le corresponde. Por tanto, cuando el trabajador asegurado fallece sin 
haber gozado de alguna pensión, su beneficiario tiene derecho a recibir el saldo acumulado en el rubro 
de cesantía en edad avanzada y vejez y, por ende, el correspondiente a la cuota social que haya 
recibido el trabajador, acorde con el artículo 193 de la ley citada. 
 
SEGUNDA SALA 
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